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SIN TESIS 

Tras localizar el ámbito social y geográfico de implantación preferente de la Confederación Na­

cinal de Agricultores y Ganaderos (CNAG}, este estudio analiza sus estrategias básicas ante las ne­

gociaciones de precios agrarios y ante la negociación colectiva, al tiempo que presta una particular 

atención a la manera en que estas tentativas de concertación y de acuerdo social se han venido desa­

rrollando. 

A partir de una estrecha correlación entre el sistema de cultivos y la configuración del mercado 

de trabajo, en cuanto a sus niveles de salario y de empleo, las organizaciones patronales han tratado 

de influir, por un lado, sobre la administración, con el fin de obtener una determinada pol(tica de 

precios regulados, y, por otro, sobre los sindicatos, con el fin de contener las alzas salariales. Pese a 

notorias dificultades, han llegado a obtener éxitos relativos en ambos frentes. 

Pero, entre tanto, los niveles de desempleo han crecido hasta el l(mite de lo socialmente inso­

portable, por lo que patronal y sindicatos, desde sus respectivas posiciones, han tratado de influir 

sobre la administración con el fin de instrumentar mecanismos de regulación del mercado de traba­

jo, ante la eventualidad del conflicto social. Pero el fracaso de tales mecanismos (empleo comuni­

tario) ha "abocado" finalmente a la formulación de la Reforma Agraria . 

En una primera aproximación, este art(culo evalúa el alcance de estas tentativas de concerta­

ción y de acuerdo social (negociación de precios, negociación colectiva) y de sus l(mites, as(como 

_el efecto de los mecanismos de regulación del mercado de trabajo (empleo comunitario) . Pero, 

más allá de sus consecuencias sociales y económicas inmediatas, interesa conocer la medida en que 

tales tentativas anticipan o limitan el desarrollo de pautas contractuales entre las propias organiza­

ciones agrarias (patronal y sindicatos} y entre ellas y la administración. 
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MARCO TEORICO 

Enfrentar el análisis de las estrategias de los agricultores patronos ante la polltica agraria y la 

negociación colectiva, pasa necesariamente por analizar su capacidad de acción colectiva y, por en­

de, su sistema asociativo. Disponemos ya de estudios que nos permiten un primer diagnóstico de 

este sistema, (1) por lo que centraré esta reflexión preliminar en algunos de los rasgos básicos que 

prefiguran su futura evolución, a la vista de su comportamiento a lo largo de la transición polltica 

de la sociedad española. 

Más allá de la proliferación y dispersión de organizaciones y siglas que caracterizan dicho sis­

tema, la acción colectiva de los agricultores ha estado sujeta a dos modelos organizativos dominan­

tes, cada uno de los cuales ha estado protagonizado por organizaciones con ámbitos precisos de im­

plantación preferente, que se corresponden con algunos de los paisajes agrarios más caracter(sticos 

de la peni'nsu la . 

Tradicionalmente, la estructura social del sector ha estado polarizada entre la oposición dico­

tómica de propietarios y obreros en la mitad sur del pa(s, por un lado, y el universo relativamente 

homogéneo de las explotaciones familiares de la mitad norte , por el otro. En relación con esta dua­

lidad y con su espec(fica identidad de grupo, los agricultores han recurrido a distintas pautas de 

acción colectiva, en parte originales y en parte inspiradas en las relaciones industriales entre patro­

nos y trabajadores . 

Por ra zones históricas e ideológicas , los grupos agrarios con mayor protagonismo en el sector, 

enfrentados a la disolución de la Organización Sindical, optaron por unos modelos y menospre­

ciaron otros. Conviene recordar que, asl como 1976 registró intensos conflictos protagonizados por 

la clase obrera industrial , 1977 abrió un doble fre nte de tensión social: primero, mediante la inva­

sión súbita de las carreteras de la mitad norte del pals por cien mil tractores, y a continuación, con 
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una secuencia intermitente de exp losiones jornaleras en el sur. 

En el escenario inicial de la transición, la antigua Organización Sindical también presentaba 

en e l sector indicios inequ(vocos de desbordamiento y de ineficacia a la hora de regular los conflic· 

tos sociales. De manera que, por el lado de quienes hab(an disfrutado de la capacidad integradora de 

las Hermanda des de Labradores y Ganaderos, cab (a u na doble expectativa, según que la transición 

se percibiese como una amenaza a l orden estab lecido o, por el contrario, como la esperanza de un 

nuevo sistema de intermediación capaz de conseguir un mayor grado de acuerdo social mediante 

dosis menores de coerción. Pese a las resistencias ideológicas y los habitos asociativos de quienes 

manten(an aquella primera expectativa, no tardari'a en imponerse la segunda, aunque sólo fuera en 

base a un delicado equilibrio de continuidades y discontinuidades respecto al sistema anterior. 

Por el lado, en cambio, de quienes no llegaron de hecho a integrarse o fueron directamente se­

gregados de la actividad sind ical en el seno de las Hermandades, estaban, de forma inequi'voca, los 

obreros del campo y, de forma ambigua, una parte de la agricu ltura fam iliar . Desde los primeros 

años setenta, la Organización Sindical hubo de enfrentarse a la contestación creciente de grupos de 

agricu ltores de la mitad norte del pai's y, en particular, del Valle del Ebro, a ra(z de las "guerras agra­

rias". Para estos grupos disidentes, la opción organizativa se defin1a, por tanto, por oposición a las 

pautas y los presupuestos ideológicos anteriores. 

Se trata, a mi juicio, de ver hasta qué punto la acción colectiva de los agr icultores ante los dis­

tintos escenarios y conflictos agrarios ha sido diferenciada, con lo que la respuesta adaptat iva de las 

organizaciones agrarias sólo cobra sentido en contextos productivos y sociales bien delimitados (2) . 

Con el fin de ana lizar esta dinámica organizativa diferenciada, podemos ayudarnos de un marco 

de discusión de plena actual idad en los pa(ses de capitalismo avanzado. (3) El estudio sistemático de 

la anatom(a de las soc iedades occidenta les es relativamente reciente, con lo que las preguntas rela­

tivas a cuál sea e l modelo de organización social que hizo posible el crecimiento económico persis­

tente y sostenido no han sido todav(a satisfactoriamente contestadas . 

Más a llá del desarrollo tecnológico y de la habilidad de las manipulaciones keynesianas sobre 

los términos agregados de la economi'a, la sociolog(a ha centrado su observación en rasgos de la es­

tructura social que no hab(an recibido un tratamiento sistemático y, en particular, el creciente pa· 

pel de las organizaciones que actúan en representación de los grandes grupos sociales, empezando 

por las patronales y los sindicatos. Su grado mayor o menor de protagonismo está en relación , en 

principio, con cuáles sean la capacidad de articulación de intereses de cada grupo socia l, la disponi· 

bilidad de recursos asociat ivos y el tipo de escenario institu cional en que las organizaciones de-
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ban desenvolverse. Su pauta de relación con las demás organizaciones de interés y con la adminis­

tración pública puede oscilar desde la simple reivindicación, con un grado mayor o menor de hostili­

dad, hasta la negociación sistemática, e incluso la colaboración en la toma de decisiones bajo crite­

rios de corresponsabilidad. Que una organización se oriente en un sentido o en otro depende de la 

expectativa de obtener beneficios para sus miembros, as( como del protagonismo que el sistema po­

li'tico atribuya a su actuación, y de los recursos de todo tipo que, a consecuencia de ello, reciba del 

exterior de la organización. 

Pues bien, cuando la sociologi'a observó cuidadosamente Ja organización social del capitalismo 

"avanzado" (especialmente, del centro y norte de Europa), encontró una irónica semejanza con la 

de los regi'menes corporativos todav(a existentes en e l sur de Europa (franquismo, salaza ri smo, etc.). 

De a hi' que Philippe C. Schmitter, pionero de aquella pesquisa sociológica, se preguntase si no esta­

ri'a mos definitivamente instalados en el siglo del corporativismo, después de varias décadas de ha­

berlo dado por históricamente muerto. (4) 

Esta apreciación parte del supuesto de que todo sistema pol(tico opera sobre Ja base de dosis 

mayores o menores de consenso y coerción, y de que, as( como no todo en Jos regímenes autorita­

rios es coerción, tampoco e l sistema neocorporativo es puro consenso. Ocurre simplemente que una 

parte de la coe rción que t iende a monopolizar el Estado es cedida o se desplaza hacia las organiza­

ciones de interés que ostentan monopolio de representación, con el fin de im poner disciplina a los 

comportamientos de los grupos sociales integrados en su seno . He ahi'una de las claves de la gober­

nabilidad en las sociedades de capitalismo "avanzado". 

A la hora de conceptual izar adecuadamente este fenómeno, resulta diffcil , sin embargo, esta­

blecer las li'neas de continuidad entre viejo y nuevo corporativismo. Tropezamos, por lo pronto, 

con la dificul tad de que son demasiadas cosas las que han sido designadas como corporat ivismo. Sin 

embargo, desde una perspectiva sociológica, su definición en el sentido que aqu(Je damos arranca de 

Emile Durkheim : un marco institucional dominado por organizaciones de interés con monopolio de 

representación , orientado hacia la colaboración y Ja corresponsabilidad de estas organizaciones con 

el Estado ("Prefac io a la segunda edición" de "La división del trabajo social"). 

En su desarrollo último, el nuevo corporativismo tiende a implementar pautas de colaborac ión 

al nivel de las é li tes de dichas organizac iones y de la Administración, al mismo tiempo que pautas 

de disciplina entre las bases, de forma que lo que los gobiernos autoritarios y corporativistas a Ja an­

tigua usanza trataban de conseguir mediante el recurso del Estado a Ja coerción -en dosis social­

mente inaceptables-, lo vienen consiguiendo las modernas corporaciones mediante una razonable 

dosificación de coe rción y consenso . 
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En principio, una excesiva orientación de las organizaciones de interés hacia modelos corpora­

tivos (reforzando lo que tienen de especifico : máxima centralización y jerarquizac ión} minimiza la 

participación y la democracia interna, con los consiguientes riesgos para estas organizaciones y para 

la estabilidad del sistema social. Pero, dentro de ciertos l(mites, estos rasgos contribu yen a que las 

organizaciones ac túen como mecanismos insustituibles de autorregulación del comportamiento so­

cial y económico de los grupos y de las clases sociales. Frente al viejo corporativismo, que enfatiza­

ba el intervencionismo del Estado, e l nuevo tiende a sustituirlo por auténticos gobiernos privados. 

De este juego sutil de continuidad y discontinuidad , se deriva un delicado equilibrio entre el 

Estado, la sociedad civil y el mercado. Desde esta perspectiva, el protagonismo de las organizaciones 

de interés es tanto más relevante cuando actúan en sectores económicos que combinan una notable 

dispersión de sus agentes sociales y una fuerte exigencia de regulación pública de los mercados (co­

mo ocurre, t(picamente, en el sector agrario). Pues as( como los partidos pol(ticos articulan la socie­

dad civil ante el Estado, las organizaciones de interés hacen lo propio ante el me rcado . 

En este marco de discusión, entendemos por neocorporativismo (tambié n llamado corporatis­

mo) un siste ma de articulación de inte reses caracterizado por tres rasgos básicos : 

a) La integración de am plios grupos de interés a través de corporacion es, es decir, de modelos 

organizativos caracterizados por su prete nsión de monopolio de representación, por su estricta je­

rarquización interna y por la precisa especialización funcional de sus componentes orgánicos. 

b} Un marco institucional donde las partes interactúan mediante pautas de reconocimi ento 

mutuo, consulta, colaboración, negociación e intercambio, y donde el papel de la mediación del 

Estado en la regulación de los conflictos sociales es predominante y sistemático. 

c) Un sistema de toma de decision es y de ejecución de poi íticas mediante el apoyo y e l com­

promiso de las partes, bajo criterios de corresponsabilidad. 

Por oposición a este modelo, cabe definir un sistema de articulación de inte reses caracteriza­

do por esquemas organizativos escasamente jerarquizados, abiertamente participativos y adaptado a 

un contexto pluralista de representación y, por tanto, de competencia con otras organizaciones. 

Este mode lo organizativo va asociado, en este esquema, a un marco de interacción de los di­

versos agentes sociales y la Administración mediante pautas de reivindicación y de presión, a menu­

do belige rante, donde la posibilidad de llegar a compromisos de corresponsabilidad en la consecu­

ción de objetivos está reducida tanto por la naturaleza de la interacción como por el propio modelo 
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organizativo , especialmente ágil para la formulación de reivindicaciones y para el ejercicio de la pre­

sión, pero escasa mente útil para que las bases acepten discipl inadamente decisiones adoptadas al 

máximo nivel de representación. 

Ocurre, sin embargo, que mientras la sociolog(a desarrollaba el análisis de la sociedad neocor­

porativa, el impacto de la crisis minaba sus presupuestos económicos. Bajo su aparente estabilidad, 

el encarecimiento súbito de la energi'a y los cambios en la división internacional del trabajo trasto­

caron los términos implícitos del sistema. Y as( como éste funcionó razonablemente bien mientras 

la economla se mantuvo en expansión, está demostrando serias dificultades para adaptarse eficaz­

mente a las exigencias de transformación del sistema productivo derivadas del impacto de la crisis. 

Con lo que la inflación ha sido persistente, y el sector público, garante del capitalismoneocorpora­

tivo, ha debido soportar los costes consiguientes, provocando la explosión del déficit público. Por­

que conviene tener en cuenta que las pollticas económicas están sujetas a un juego de arreglos y de 

pactos sociales que está estrechamente condicionado no sólo por la presencia de las organizaciones 

de interés, sino también por una secular dinámica de atenciones hacia el electorado. 

Volviendo a nuestro sector agrario, la dinámica de las relaciones entre la administración y las 

organizaciones agrarias en España contrasta visiblemente con los supuestos del modelo neocorpora­

tivo: frente al monopolio de representación, el panorama sindical combina una escasa representati­

vidad y un excesivo pluralismo. Frente a la centralización de decisiones y la jerarquización interna, 

las organizaciones ex istentes presentan una débil cohesión interna. 

La obvia dificultad de ajustar este aparato conceptual a la agricultura española exige un trata­

miento prudente y con reservas, pero no invalida la adopción de esta perspectiva . 

Por lo pronto, el desarrollo de las relaciones entre organizaciones y administración a lo largo de 

la transición ha sido desigual pero progresivo. Tras el reconocimiento inicial de las nuevas organiza­

ciones, administración y organizaciones entablaron una dinámica negociadora que, por lo general, 

proporcionó, entre 1977 y 1982, incrementos nada despreciables de precios agrarios, una serie de 

"medidas complementarias" de irregular cumplimiento y una terapia de diálogo con un sector que 

estaba relativamente postergado. 

Entretando, el lugar privilegiado concedido a esta pol(tica de precios en el contexto de lapo­

l(tica agraria ge neral ha sido insuficiente para contener el deterioro del sector, al tiempo que las di­

rectrices de la pol(tica económica nacional restring(an el margen de maniobra de esta negociación 

de precios, que fue derivando, por la dinámica inconstestable de los imperativos económicos y por 

la división y dispersión de las organizaciones agrarias, hacia la relación de consulta (la cual podla 
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conservar apariencia negociadora por cuanto as( la administración y las organizaciones se legitima­

ban mutuamente). 

Entretanto también, el enfrentamiento a las grandes decisiones pendientes en el sector se de­

moró, con lo que, en 1982, el sector llegó a acumular graves desajustes entre la oferta agraria y la 

demanda alimentaria, con los consiguientes costes económicos para la hacienda pública . 

En estas condiciones y a la vista de la debilidad de las organizaciones, puede que la Adminis­

tración oriente su estrategia, preferentemente, a la liquidación de las distorsiones del mercado me­

diante la apl icación de criterios de ajuste más o menos drásticos y más o menos impuestos. Puede 

incluso que se produzca el efecto deseado de forma más o menos momentánea. Conviene, empero, 

tener alguna reserva sobre el alcance de estas medidas en un sector con una dinámica de problemas 

recurrentes. En este sentido, la presión de las estructuras productivas puede ser fuerte, y débil, en 

cambio, la evidencia de a lternativas (especialmente, cuando éstas no se informan ni se negocian ade­

cuadamente). 

En este sent ido, el acceso del PSOE al Gobierno y su doble promesa de fomentar las organiza ­

ciones agrarias y aumentar los niveles de concertación mejoraban, a primera vista, las expectativas 

de los sindicatos agrarios y, en pa rticular, de los más afines por razones pollticas e ideológicas. 

En el momento de la verdad, su actuación ha sido ambivalente, pues si, por un lado, ha tratado de 

ma11tener su oferta concertadora, ésta no ha hecho, hasta el momento, sino reducirse. 

Por lo pronto, las negociaciones de precios se han desprendido del escaso cariz concertador que 

todavla tenlan y del paquete de medidas complementarias que anteriormente les acompañaban. Es­

te proceso admite dos desenlaces: el debilitamiento definitivo del proceso concertador o su recupe­

ración en un contexto instituciona l más adecuado, pues los gran des temas de poi ltica agraria que 

trascienden el ámbito de la polltica de precios no pueden continuar siendo cata logados como 'medi­

das comple mentarias' en una negociación cuyo tema central son los precios agrarios, sino que exi­

gen un marcoespec(fico para su discusión. 

A falta de elementos suficientes para anticipar este desenlace, la ac titud de la Administración 

ha sido, hasta la fecha, amb ivalente, y esta amb ivalencia no es espec(fica sólo de las relaciones con 

el sector agrario, sino que está cargada de significación polltica. En último término, remite a la do­

ble tendencia de desarrollo de las reglas de juego del sistema democrático y a la exigencia simultá­

nea de ejecutar pollticas de ajuste del sistema productivo en crisis. Cualquier gobierno debe ma ne­

jarse, en cua lqui er caso, con esta doble tendencia, a menudo de sentido opuesto, en la cual se sola­

pan y vienen a contraponerse Ja exigencia de acuerdos neocorporativos para legitimar la toma de 
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decisiones y la tentación de prescindir de ellos como garanti'a de un ajuste automático al impacto 

de la crisis, por encima de las resistencias sociales. Es Jo que se ha llamado "la doble cara del neo­

corporativismo" . (5) 

Desde el punto de vista de la ejecución satisfactoria de la poli'tica agraria, la alternativa a Ja re­

gulación por decreto es la autorregulación. Resulta probablemente prematuro entrar en la discu­

sión sobre el alcance de la experiencia concertadora en el ámbito de Ja ejecución de poli'ticas y de 

acuerdos con criterios de corresponsabilidad, pese a Ja oportunidad de esta discusión en un mo­

mento en que se pretenden desarrollar diversas reconversiones y transformaciones del sistema de 

cultivos. Ni el grado de implantación de las organizaciones permite un alcance suficiente de estos 

acuerdos, ni su madurez organizativa garantiza siempre su viabilidad . 

Ex isten ya, sin embargo, significat ivos precedentes de acuerdos "interprofesionales" entre los 

agricultores y las industrias transformadoras en los últimos años, de forma que de las "guerras agra­

ris" ocu rr idas hace una década se ha pasado a una experiencia de "pactos", especialmente en cul­

tivos industriales (el "pacto" del girasol, de la remolacha, etc .). 

Por su parte, la Administración no ha expresado especial predisposición para ensayar esta vía 

de regulación negociada, pero bien entendido que no se trata tan sólo de un problema de predispo­

sición, sino que afecta tamb ién al estado organizativo de una administración agraria sometida a un 

proceso de transferencias de extraordinaria envergadura que exige profundas reformas internas para 

hacerla operativa. 

En estas condiciones, la relación entre Ja Administración y las organizaciones a Ja hora de 

orientar la pol(tica agraria en un sentido u otro se moverá, presumiblemente, entre los márgenes de 

juego que delimitan las estrategias ambivalentes, por un lado, de la Administración, necesitada de 

acuerdos sociales para legitimarse pero tentada de prescindir de ellos para actuar con libertad, y, 

por otro, de las organizaciones, favorablemente predispuestas a aceptar compromisos bajo crite­

rios de corresponsabilidad, pero débilmente dotadas para hacer que el sector los asuma con todas 

las consecuencias. 

Esta reflexión desborda, sin embargo, el alcance de Ja investigación CUY.OS resultados aquí 

presento, si bien puede encontrarse abundante evidencia a lo largo de la exposición, particularmente 

en lo que se refiere a l ámbito privilegiado de las relaciones con Ja administración durante la transi­

ción: Ja poi (ti ca de precios agrarios. 

En el caso de las organizaciones patronales, existen, además de las relaciones con la Adminis-
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tración, otras tareas prioritarias en el ámbito del mercado de trabajo. Desde la perspectiva te órica 

que acabo de esbozar, el campo andaluz ilustra bien tanto la relación con la Administración como 

con los sindicatos obreros e incluso la relación tripartita entre todos ellos . 

Estas relaciones están inicial mente condicionadas por el hecho de que las estrategias empresa­

riales, en cuanto orientación básica del sistema de cultivos, determinan muy estrechamente los nive­

les de ocupación y de paro. En el ámbito de la polltica de precios, la administración ha tratado de 

mostra rse sensible a las exigencias de mantener el emp leo en el sector, pero la evolución de los mer­

cados agrarios y el impacto de la crisis económica han dificultado e l establecimiento de un marco 

institucional de diálogo, con lo que las negociaciones de precios han supuesto una ex periencia pre­

caria e inestable de concertación entre patronal y administración . 

Asl las cosas, patronal y sindicatos han tratado de controlar las repercusiones de la polltica de 

precios regulados sobre e l mercado de trabajo mediante distintas estrategias. Primero , estrategias de 

fuerte presión salarial que fue ron respondidas por la patronal con reducciones drásticas de los cul­

tivos "socia l es" . Más tarde, estrategias de negociación colectiva que no consiguieron atenuar el cre­

cimiento del desempleo. Con lo que estas organizaciones ll egan, en un momento dado, a negociar 

hasta la propia estrategia económica de los empresarios, en base al intercambio de moderación sa­

larial (como consecuencia de la disciplina de las organizaciones agrarias a los acuerdos adoptados a 

nivel nacional entre CEOE, UGT y CCOO: AMI, ANE, etc .) y de paz labora l por la reorientación del 

sistema de cu lti vos y la consiguiente generación de empleo . 

Son varias las razones qu e exp lican el fracaso de estas tentativas de pacto social en el caso con­

creto del campo andalu z: al margen de la radicalización de las partes (patronal y sind icatos), en un 

contexto de crisis polltica derivada de la descomposición del Gobierno de UCD, y de otros condicio­

nantes de diversa i"ndole, intervienen en estos casos razon es particularmente rel evantes desde una 

perspectiva organizativa, relativas a la posición asimétr ica de que parten patronal y sindi catos . Pues 

el grado de control que las organizaciones patronales pueden llegar a obtener sobre el recurso bás i­

co de los empresarios (su capacidad inve rsora) no es comparable con el de los sindicatos sobre el re­

c"urso básico de los trabajadores (su fuerza de trabajo). De manera que la respuesta patronal a las re­

comendaciones y comprom isos de reasignación de cultivos - bajo nuevos criterios de inve rsi ón ­

resultan una variable independiente en los procesos de pacto social de este tipo. 

Ante los escasos resultados de estas tentativas, lo que las organizaciones de interés no pueden o 

no alcanzan a negociar (la reorientación del sistema de cultivos y la generación de empleo) tra ta de 

ser corregido mediante la participación del Estado en arreglos tripartitos. A la vista del conflicto so­

cia l que representa e l crecimiento incontrolado del paro, las partes han tratado de obtener acuerdos 
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de regulación del mercado de trabajo mediante fondos públicos, convirtiendo as( una discusión ini­

cia l sobre las estructuras agrarias en una discusión sobre la naturaleza y el alcance de la intervención 

de la administración en los conflictos sociales. 

El desarrollo de los mecanismos utilizados durante la transición en este sentido (con el recurso 

sistemático al Empleo Comunitario) ha mostrado, por un lado, una relativa facilidad para financiar 

el orden público a bajo coste económico, pero ha sido incapaz de reducir los costes sociales y la di­

mensión de la crisis laboral. Con lo que el problema ha sido objeto de un nuevo desplazamiento, 

mediante su recuperación polltica -y simbólica- en el contexto de la Reforma Agraria propuesta 

por el Gobierno andaluz . 
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NOTAS 

(1) Eduardo Moyana (1984): "Corporatismo y agricultura", Madrid, Instituto de Estudios Agrarios, Pesqueros y 

Alimentarios. juan jesús Gonzá lez (1983) : "Las Organizaciones Profesionales Agrarias" , Pape les de Econom(a 

Española, n° 16: 286-300 pp . 

(2) En el panorama sindical agrario español, los dos modelos organizativos a que hago referencia están representa­

dos, de forma paradigmática, por las dos organizaciones de mayor implantación : la Confederación Nacional de 

Agricultores y Ganaderos, prom ovida por la patronal bajo-andaluza -y próxima al modelo neocorporativo­

y la Coordinadora de Organizaciones de Agricultores y Ganaderos (COAG). predominante en las regiones más 

representati vas de la agricultura fam iliar - y representante genuina del sindi calismo de clase. El contraste e n­

tre ambos modelos organizativos puede e ncontrarse en dos articu las m (os publicados en Agricultura y Socie­

dad, n° 31 , 1984: "La patronal agraria: estrategias de polltica agraria y de negoc iación colectiva (la Baja An­

daluci'a)" (en e l que resumo este mismo trabajo) y "El si ndicali smo de clase de la agricultura familiar (las Cuen­

cas del Ebro y del Duero)" (en colaboración con )osé Maria Arribas). 

(3) Una amplia discusión de esta perspectiva puede encontrarse en Philippe G. Schmitter y Gerhard Lehmbruch 

(editores). "Trends Toward Corporatist lntermediation" (1979) y " Pattems of Corporatist Policy-Making" 

(1982), Londres: SAGE Publications. También en Salvador Giner y Manuel Pérez Yruela (1979) : "La socie­

dad corporativa", Madrid, Centro de Investigaciones Sociológicas. 

(4) Philippe C. Schmitter y Gerhard Lehmbruch (1979). obra citada, "Still the Ccntury ofCorporatism?" 

(5) Vlctor Pérez Díaz (1984) : "Poli'ticas económicas y pautas sociales en la España de la tran sición", en "Pro­

blemas de España", Tomo!, Instituto de Estudios Económicos. 
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l. LA ORGANIZACION PATRONAL Y SU AMBITO DE 

IMPLANTACION PREFERENTE 

La cúpula de la antigua Organización Sindical estaba constitu ida por el Consejo Nacional de 

Empresarios, nutrida de las más altas representaciones de todos los sectores productivos de la econo­

m1a nacional. A partir del Referéndum de la Reforma Pol(tica , se desarrolló una discusión en su 

seno sobre la posible conveniencia de mantener total o parcialmente sus estructuras, pero la mayor(a 

de las élites empresariales optó por su liquidación y la constituc ión de asoc iaciones libres, que proli­

feraron durante la primera mitad de 1977, hasta su convergencia en la CEOE (Junio-77). 

Al mismo tiempo, José Bohórquez, gran empresario agrario de Jerez, Vicepresidente del Con­

sejo Nacional de Empresarios Agrarios, promocionó la constitución de asociaciones agrarias de ca­

rácter "empresarial", aprovechando la infraestructura de la Hermandad Nacional de Agricultores y 

Ganaderos. (1) 

Por otra parte, el ci'rculo de grandes propietarios nuclead o en torno a "La Gaceta Rural" y a 

su director , el Conde de Montarco, que hab(a sido mediador en algunas conversac ion es previas a la 

const itu ción de la CEOE, entró en contacto con los l(deres de la Unión Nacional de Empresarios y 

acordaron integrarse a la Asamb lea Constituyente de la CEOE como Confederación Nacional de 

Agricultores y Ganaderos (CNAG}, en apoyo de la cand idatura de Carlos Ferrer y en contra, por 

tanto, de la alternativa representada por Luis Olarra y los llamados "verticalistas". 

El alcance de este llamamiento a mantener la unidad de l sector, tal como era entendida en el 

seno de la Organización Sindicai, quedó, sin embargo, limitad o en una primera fase, al ámbito de 

influ encia de los dirigentes más genuinos de la Unión Nacional de Empresar ios Agrarios y, en parti­

cular, a la Baja Andaluci'a, Extremadura y La Mancha. 
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Más allá de ese ámbito espect'fico, la penetración de Ja CNAG encontró limites de diversa i'n ­

dole: por un lado, la influ encia conseguida por las Uniones de Agricultores y Ganaderos, integradas 

en la COAG, en todo el Valle del Ebro y Levante . Por otro, Ja resistencia de una pléyade de dirigen­

tes agrarios de ámbito provincial, particularmente influyentes en la Cornisa Cantábrica y aglutina­

dos entonces en torno a UCD , a encuadrarse en una organización jerarquizada y centralizada (todo 

lo contrario de U FADE, donde confluyeron provisionalmente) . Por último, la división de los diri ­

gentes agrarios de carácter "empresarial" en la Cuenca del Duero. (2) 

En el contexto de un sector extraordinariamente heterogéneo, la CNAG partla as( de un ámbi­

to de implantación preferente delimitado por su carácter patronal, por su vocación productiva tlpi­

camente extensiva y su orientación hacia mercados regulados por Ja Administración, as( como por 

su situación comparativamente ventajosa en términos de rentabilidad económica (3) e incluso de 

competitividad ante una eventual integración en Ja Europa comunitaria . (4) 

En nuestro privilegiado escenario de la Baja Andaluc(a, la reacción de Ja patronal ante la diso­

lución de la Organización Sindical no fue, sin embargo, unánime . Por una parte, algunas Uniones 

Provinciales de Empresa rios Agrarios hablan desarrollado iniciativas con relativa independe ncia del 

organigrama oficial. Al mismo tiempo, determinados portavoces empresariales se hab la n encargado 

de animar el estado de opinión en los medios empresariales agrarios, marcando diferencias con las 

pautas asociativas oficialmente establecidas . (5) 

Pero fue, en último término, el desbordamiento del marco de relaciones laborales de las Her­

mandades por la presión jornal era, organizada en torno a Comisiones Obreras del Campo, lo que 

contribuyó en mayor medida, a poner en entredicho el esquema de la Organización Sindical, y a la 

dispersión patronal. 

Esta situación fue particularmente visi ble en Sevilla y propició una decidida ruptura organiza­

tiva e ideológica con dicho esquema. Por e l contrario, la experiencia previa de actuación de CC.00. 

en las He rmandades del Marco de Jerez, con el reconocimiento mutuo de las partes, permitió una 

con"tinuidad de interlocutores y de pautas de negociación, sin necesidad de profundos rea justes por 

parte de la organización patronal, en el momento de la transición. 

Puede decirse que la dinámica de la negociación colectiva en cada caso y la necesidad de cons­

truir un nuevo marco de re laciones laboral es constituyeron, en una primera fase, la ex ige ncia básica 

de la nueva organización patronal y a ella trataron de responder las Asociaciones de Agricultores y 

Ganaderos (ASAGA) de Sevilla y Cádiz. Por el contrario, la resistenc ia de la Asociación de Empresa­

rios Agrarios de Córdoba (ACEA) a adapta rse a estas nuevas reglas de juego han mantenido al cam-
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po cordobés, hasta la fecha, bajo la tensión laboral heredada de entonces. 

Al mismo tiempo, estas organizaciones iniciaron u na estrategia de pacto social y de negociación 

sistemática ante la Administración, que sirvió de contrapunto a la actitud de movilización perma­

nente de la COAG, por un lado, y a la presión jornalera, por otro. Como consecuencia de ello y del 

desarrollo de una amplia y eficaz red de servicios de carácter profesional (asesoria técnica, juri'dica 

y servicios comercia les), las ASAGA tuvieron un crec imiento espectacular en su fase inicial , hasta 

1980, ll egan do a integrar en torno a un terc io de las explotaciones realmente existentes en sus res­

pectivos ámb itos provincia/es . 

En Sevilla, ASAGA, que constituye la princ ipal organización de la CNAG, tiene afiliadas a 

6.000 explotaciones correspondientes a 4.000 empresarios . 

Estas ex plotaciones ocupan unas cuatrocientas mil hectáreas de superficie, distribuidas de for­

ma bastante generalizada por la provincia, pero con particular incidencia en las comarcas de la Cam­

piña y la Vega del Guadalquivir. Por su orientación productiva, representan el 36% de la superficie 

provincial de cultivo de secano, el 30% de la de olivar y la práctica totalidad de la superficie de 

dehesa . 

En Cádiz, las 2.300 explotaciones afiliadas a ASAGA ocupan también en torno a un tercio de 

la superficie provincial agraria . Ahora bien , si observamos la distribución de este tercio en razón de 

su localización comarcal, su orientación productiva y el tamaño de las explotaciones resulta ser bien 

especi'fico. 

Las 184.000 hectáreas que constituyen este tercio tienen la siguiente distribución porcentual, 

desde el punto de vista de su orientación productiva predominante : 

Secano Regadi'o Viñedo Frutal Olivar Dehesa Monte 

48 3,5 4 ,3 2,7 18,5 23 

Fuente: ASAGA, 1982 . 

En el contex to de la distribución provincia/ de la superficie de cultivo, los porcentajes de pa r­

ticipación de ASAGA e n cada una de estas orientaciones product ivas son los siguientes: 
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Secano Regadlo Viñedo (x) Frutal Olivar Dehesa Monte 

30 20 46 56 9 34 19 

(x) Jerez Superior, solamente. 

Fuente: ASAGA y Dirección Provi ncial de Agricultura. 

Atendiendo a su localización comarcal, el término de jerez, que supone el 19 % de la superfi­

cie agraria censada a nivel provincial y el 29% de la superficie labrada, (6) registra los niveles más al­

tos de afiliación por superficie: el 52,5 % de la superficie total y el 59% del labrant(o de este término 

están integrados en ASAGA. 

En el seno de ASAGA, este término absorbe el 77 % de la superficie dedicada a jerez Superior, 

el 52 % de la superficie regada y el 42% de la superficie de secano (37 mil hectáreas, en su mayor(a 

tierras de la Campiña, de calidad muy superior a las del resto de la provincia) . 

Si nos atenemos a su tamaño, un 52% de las explotaciones afiliadas tiene menos de 25 hectá­

reas, proporción que se eleva al 70% y al 80%, respectivamente, de las explotaciones que tienen como 

orientación productiva preferente el Jerez Superior y el regad(o. Al mismo ti empo, el 48% restante 

de las explotaciones dispone del 95 % de la superficie afiliada. 

Sobre estas coordenadas, nos encontramos con que: 

a) ASAGA integra el 36% de las ex plotaciones de más de 20 has. censadas en la provincia . 

(7) 

b) El término de jerez aporta el 33 % de las explotaciones afiliadas de más de 20 hectáreas. 

c) Este porcentaje represe nta el 82% de las explotaciones de más de 20 hectáreas censadas en 

el término de jerez. (8) 

Esta alta densidad de afiliación, que está próxima al cien por cien entre las explotaciones de 

más de 1 00 has. , (9) no hace sino aproximarnos al auténtico núcleo motriz de la agricultura provin­

cial : la patronal jerezana. 

Un representante de este específico segmento de la población agraria ocupa la Vicepresidencia 
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de la CNAG y otro, el antecitado José Bohórquez, pertenece a la directiva de CEOE. Al mismo tiem­

po, los equipos técnicos de las ASAGA han constituido el princ ipa l soporte organizativo de la 

CNAG y han contribuido de modo decisivo al diseño de su estrategia reivindica tiva . 
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11. EL SISTEMA DE CULTIVOS Y LA ESTRATEGIA NEGOCIADORA 

DE PRECIOS AGRARIOS 

En el contexto de implantación preferente de la Campiña, un análisis de las posibles alternati­

vas de planificación de cultivos, en la primera mitad de los setenta, llegaba a la siguiente conclusión: 

"En una planificación de los cultivos de la Campiña, nos encontramos con dos alternativas polr'­

ticas contradictorias: optimizar las condiciones económicas de la empresa agrr'cola o, por el contra­

rio, maximizar el empleo y, con él, el volumen global de las rentas salariales. La elección de una al­

ternativa u otra nos llevarr'a a dos rotaciones distintas de cultivos". (1 O) 

Esta conclusión sintetiza el marco de referencia de la toma de decisiones por parte de la patro­

nal, a la vista de la relación de precios entre las diferentes alternativas de cultivo. 

En efecto, al inicio de nuestro per(odo de estudio, la distribución real de cultivos respondr'a, 

en sus 1 (neas básicas, a la optimización del margen empresarial. (11) 

Según aquel modelo de análisis, el trigo ocupaba un lugar indiscutido en la hoja de cereal, en 

tanto que , en la de barbecho el girasol ganaba la partida, en términos de margen empresarial, a los 

cultivos alternativos (algodón, remolacha y leguminosas), más intensivos en mano de obra y genera­

dores, por tanto, de más empleo. 

Si en este esquema introducimos la evolución de los costes salariales en el primer momento de 

la· transición (tal como queda recogido en el próximo apartado), parecr'a justificada la expectativa 

de que este sistema de cultivos no hiciese, desde entonces, sino avanzar en la dirección apuntada, pe­

se a su significado en términos de coste social. 

Pues bien, lcuál ha sido, ante este escenario, la estrategia en materia de política agraria y, en 

Fundación Juan March (Madrid)



22 

particular, de negociación de precios por parte de las organizaciones patronales? 

En el supuesto de que la pol(tica de precios constitu(a una palanca privilegiada a la hora de 

influir sobre la pol(tica agraria de la Administración, (12) la posición preeminente de las ASAGA 

en la CNAG ha hecho de esta organización el canal preferente de expresión de la patronal bajo-an­

daluza. El trabajo técnico de la CNAG ha reca(do, en este sentido, sobre los equipos de las ASAGA, 

dirigidos, hasta 1981, por el anterior presidente de ASAGA de Sevilla y, desde entonces, por el 

presidente de ASAGA de Jerez. 

Si exam inam os los distintos documentos técnicos que recogen la postura de la patronal, cabe 

observar : 

1. Que el punto de partida estuvo definido por la exigencia de una poi ítica de rentas a pactar 

con la Administración. 

2. Que, a lo largo del primer quinquenio "negociador" (1978-82), el presupuesto básico de la 

CNAG radicó en la negativa a que el coste inflacionario de la crisis económica pudiera repercutir, 

en a lguna medida, sobre el sector. Con este fin, se persegu(a el paso automático de los incrementos 

en el precio de los "inputs" a los precios de los productos agrarios. 

3. Que los representantes de la patronal se vieron incapaces de establecer un marco congruen­

te y satisfactor io de negociación en lo relativo tanto al punto 1 como al 2, ~n particular, tras la rup­

tura de negociaciones de 1980, por imperativos de la Vicepresidencia Económica del Gobierno y 

de la lucha antiinflacionista. De tal forma que los criterios de las distintas "negociaciones" quedaron 

reducidos a una función meramente táctica y de oportunidad pol(tica. 

En este tesitura, la CNAG impugnó el resultado de las negociaciones de 1981 y abandonó la 

mesa negociadora en 1982. A lo largo de esta secuencia, las posiciones de la patronal se decantaron 

progresivamente hacia reivindicaciones puras y simples de incremento de precios, colocando entre 

paréntesis cualquier discusión acerca de "medidas comp lementarias", dada la escasa medida de su 

cumplimi ento y la dificultad de su seguimiento. 

Este giro estratégico, expresado de forma ostensible en e l 1 Congreso de la CNAG (marzo de 

1982), conllevó un desplazamiento de dirigentes en la cúpula de la organización sevil lana y de la 

propia CNAG, con la salida de Javier López de la Puerta de ambas, as( como un desplazamiento 

simultáneo desde tácticas sustancialmente concertadoras hacia tácticas de presión iniciadas por 

ASAGA de Sev illa, en marzo de 1980, y que tuvieron una manifestación paradigmática en la 
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"batalla del Duero" {1982-82) y el hostigamiento consigui ente de la Administración centrista 

-aquejada de descomposición interna. 

A efectos de mi argumento, particular interés tiene la denuncia formulada por ASAGA de 

Sevilla de la fijación de precios de 1978 {primera negociada) como "no equitativa'', por cuanto sa­

li'an comparativamente perjudicados los cultivos más intensi vos en mano de obra -algodón y remo­

lac ha, en particular-, que quedaban, por un lado, descompensados a la hora de absorber los incre­

mentos sa la riales y, por otro, e ncontraban dificultades de mecanización bajo la presión del desem­

pleo. 

Si comparamos las variaciones e n las posiciones relativas de los precios regulados durante e l 

último quinquenio de la Organización Sindical {1972-77) y el primer quinquenio de "libre negocia­

c ión" {1977-82), puede observa rse que, con relación a l incremento medio de la tabla de produc­

tos regulados (tomado como (ndice 100), la evolución del precio del girasol pasó de una posición 

relativamente favorable durante e l primero de los quinquenios (1'ndice 125) a otra por debajo del 

in cremento medio . Y as( como la evolu ción del precio de la remolacha partió también de una mejo­

ra comparativamente favorable ((ndice 127), pero su pérdida de posiciones ha sido más acentuada 

durante el segundo de los quinquenios (i'ndice 85), el precio del algodón ha tenido un comporta­

miento inverso, pasando de un i'ndi ce 70 a l 111. La pol(tica de precios ha tratado as( de incentivar 

una de las a lte rnativas (el algodón), a l tiempo que desanimaba la o tra (la remolacha). 

Pese a este intento de reconducción del sistema de cultivos, lo que entre tanto ha oc urrido es 

que la tendencia persistente a la sustitu c ión de mano de obra por maquinaria (en parte, como res­

puesta a la transformación convulsiva del marco de re laciones laborales, que trataré en e l próximo 

apartado) y la c lima to log(a de las últimas campañas han contribuido a consolidar una rotación cas i 

cerrada de trigo-girasol como siste ma de cultivos predominante de la Campiña. (13) El c uad ro 1 

muestra la evolu ción de los cultivos más significativos desde 1976 a 1982, e n las provincias de Se­

villa y Cádiz . 

• En un contexto en que los cu ltiv os más intensivos e n mano de obra retroceden ante la presión 

del mercado, ocurre, sin embargo, que mientras la superficie asignada a la remolacha se mantiene e n 

un nivel de producción por encima del que e l mercado es capaz de abso rber (debido, en pa rte , a la 

activ idad negoc iadora de la organ ización sectorial remolachera ante la indust ri a tra nsformadora y la 

Administración), a li( donde e l mercado ap unta posibilida des expansivas, como es e l caso del a lgo­

dón, patronal y sindicatos no han llegado a compromisos viables sobre la recolección , de forma que 

·e l primer Plan Quinquenal de este cultivo ha fracasado sin paliativos. Sin que las predisposiciones 

empresariales parezcan ori enta rse, en a lgún caso, hacia una a lteración sustancial del sistema de 

Fundación Juan March (Madrid)



24 

cultivos predominante, a juzgar por las alternativas que se barajan . 
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111. ESTRATEGIAS DE NEGOCIACION COLECTIVA Y 

MARCO DE RELACIONES LABORALES 

La negociación colectiva del campo ha arrancado de situaciones desiguales que, a mi juicio, 

están en relación con los siguientes aspectos: 

1 . El desarrollo desigual de la propia agricultura y las rentas diferenciales de la tierra . 

2 . La mayor o menor ca pacidad reivindicativa de las organizaciones y los grupos obreros. 

3. La opinión de la patronal en lo que afecta a: 

- quiénes deban ser los interlocutores (reconocimiento mutuo y legitimidad), 

Cuál deba ser el marco de la negociación y qué aspectos deban recogerse en él (exten­

sión del convenio y contenido económico y social de la negociación), 

- y cuáles sean los li'mites de lo negociable en tal es conte nidos. 

En función de cómo haya sido la transición desde las antiguas He rmandad es y Cámaras Oficia­

les a la libre asociación, podemos e ncontrarn os dos dinámicas de negociaci ón colectiva, para cada 

una de las cuales pueden se rvirnos de refe rencia las expe ri encias habidas en el Marco de jerez y en 

la provincia de Sevilla . Pues si bien en Cádiz la puesta en marcha de la negociac ión colectiva, en su 

doble vertiente de Convenio de Viticultura y de Convenio Ge ne ral del Campo (en el contexto de 

una secuencia negociadora que a rranca de la negociación del convenio de bodegas) no hizo sino re­

producir de una form a inerte la experiencia negociadora en el seno de la Organización Sindical, en 

la provincia de Sevilla result ó más compl eja, toda vez que los ejes de la negociación hubi eron de des-
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plazarse de unos interlocutores a otros, a lo largo de un laborioso proceso de sustitución y legiti­

mación de los agentes negociadores. 

En las situaciones definidas por la continuidad de los interlocutores, la negociación colectiva 

ha estado marcada por la continuidad de los textos y de los habitos negociadores heredados de la 

Organización Sindical, tenazmente defendidos por la parte obrera, que se atribu(a la iniciativa de su 

revisión (tal como ocurri'a por parte de la Sección Social de las Hermandades) . El reto de la patro­

nal ha consistido precisamente en revisar los presupuestos negociadores heredados de la Organiza­

ción Sindical, a la vista de las nuevas condiciones del mercado de trabajo y de la evolución del pre­

cio de los productos agrarios . 

Por el contrario, en las situaciones definidas por una ruptura de la dinámica negociadora y por 

la discontinuidad de los inte rlocutores, la negociación colectiva debe integrar al conjunto de la pa­

tronal mediante la superación de resistencias de diverso orden: 

1. En primer lugar, las de una fracción de la propia patronal, reticente al reconocimiento de 

la r~presentación obrera, y al hecho mismo de la negociación libremente constituida . 

2. En segundo lugar, resistencias de tipo sectorial y/o local (en los casos de algunos cultivos 

o faenas espec(ficas o de algunos conve nios de zona) a integrarse en una negociación globalizada. 

3 . Y en tercer lugar, la resistencia de algunas organizaciones y grupos obreros a abandonar 

tácticas de presión salarial aprovechando momentos y faenas clave de cada cultivo (reivindicaciones 

a pie de tajo). 

Desde el punto de vista de las relaciones laborales agrarias, el Marco de Jerez constituye una re­

ferencia de extraordinaria importancia, debido a la emergencia, desde los primeros años sesenta, de 

un movimiento obrero de fuerza inusitada que abocar(a, con el apoyo del Partido Comunista, a 

la gestación de Comisiones Obreras del Campo, de forma casi simultánea a la miner(a y la industria. 

Tras unasecuenciaintensadeconflictosrecurrentes que se iniciaron al final de los años cincuen­

ta, la experiencia negociadora de CC.00. en el seno de las Hermandades se inició a mediados de los 

sesenta . La traducción de esa secuencia en términos salariales fue la siguiente: Si tomamos como (n­

dice 100 el año sesenta, el precio de la uva alcanzó, en 1970, un (ndice 169 (IPC:170). en tanto 

que el salario/hora de un eventual en faenas especializadas se situaba en el 452 y los ingresos de un 

obrero fijo en el 429 . En 1976, al inicio de nuestro perfodo de referencia, el precio de la uva , des­

pués de ascender al t'ndice 425, en 1973, se contrajo hasta el 359 (IPC :370). en tanto que el sala-
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ria/hora de un eventual llegó a ascender al 1.546 y los ingresos de un obrero fijo al 1.513. (14) 

Sun varias las razones a la hora de explicar esta secuencia y la impotencia de la patronal para 

contenerla , pero, a mi ju ido, ser(a· preciso subrayar las particulares condiciones del mercado de tra­

bajo en la viticultura del Marco durante los años sesenta: 

a) La perpetuación y recuperación de "usos y costumbres" laborales adquiridos con anteriori­

dad a la guerra civil. 

b) La especifica cualificación de la mano de obra . 

c) La relativa autonom(a de los encargados y capataces ante la organización del trabajo, el 

reclutamiento de los obreros y el aprendizaje del oficio, transmitido por cooptación familiar. 

d) La negativa obrera a integrarse como fijos en plantillas, preservando, por una parte, su con­

dición temporera -con una vinculación estable al puesto de trabajo- y, por otra, la inmunidad de 

sus acciones reivindicativas, que, legalmente, no podl'an considerarse como huelga. 

Con objeto de contrarrestar la presión obrera y la conflictividad laboral, la patronal del Marco 

llegó a ofrecer la integración de parte de los temporeros como fijos, pero una hábil y tenaz estra­

tegia sindical condenó esta oferta al fracaso reiterado. 

Ahora bien , cuando a la vista de la nueva legislación de las relaciones laborales y, en concreto, 

de la regulación del derecho de huelga, CC.00. accedió a satisfacer la demanda patronal, la absor­

ción de temporeros como fijos no se hizo, en buena medida, más que a costa de sobrecargar los cos­

tes salariales de las empresas, ante la progresiva contracción del precio de la uva y del mercado del 

jerez . 

Al mismo tiempo, CC.00. presionó, al amparo de la Ley de Relaciones Laborales de 1976, en fa­

vor de la consideración de los temporeros como fijos discontinuos, tratando de llevar al sector la nueva 

figura ju ri'dica contemplada por la Ley, que es inmediatamente reconocida por la Magistratura de jerez . 

La discusión del Convenio de Viticultura del Marco se consolidó as( como el eslabón de engan­

che entre el Convenio de Bodegas y el Convenio del Campo. 

A través de esa mediación, CC.00. ha tratado de llevar al sector algunos de los resultados obte­

nidos previamente fuera de él, de forma que el Convenio de Viticultura ha marcad ".' los topes rei-
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vindicativos del campo andaluz. En contrapartida, la continuidad sustancial de los interlocutores, 

de los textos y de los hábitos de negociación permitió, una vez desbloqueados los mecanismos coer­

citivos de la antigua Organización Sindical , un período de paz laboral (1976-82) si n precedentes en 

el Marco, que fue prácticamente extensivo a todo el campo gaditano. 

El reto de la patronal durante los últimos años ha consistido precisamente en desmontar los 

presupuestos de dicha continuidad y aflojar as( las rigideces del mercado de trabajo, ante la crisis 

del Jerez, la contracción del precio de la uva y, en fin, la reconversión del sector. 

Con este fin, la patronal viticultora ha orientado su estrategia en una triple dirección . En pri­

mer lugar, mediante la consecución de una jurisprudencia favorable. (15) En efecto, ASAGA consi­

guió, en 1981 , un pronunciamiento negativo del Tribunal Central sobre la consideración de fijos 

discontinuos a los temporeros, tal como veni'a interpretando la Magistratura de jerez. 

En segundo lugar, mediante el ajuste de los términos de la negociación a los acuerdos socio­

laborales de referencia a nivel nacional, tal como ASAGA ha venido haciendo desde los Pactos de 

la Moncloa . En este sentido, ha sido convergente el espi'ritu de moderación y compromiso que el 

Partido Comunista ha tratado de imprimir desde entonces, pero este ajuste no se ha hecho sin re­

sistencia. ( 16) 

Por último , la patronal ha intensificado la mecanización del cultivo hasta conseguir una nueva 

organización del trabajo, con el consiguiente debilitamiento de la capacidad de presión obrera. 

Y as( como el reconoci miento público de la legi timidad de los interlocutores en el seno de la 

antigua Organización Sindical dio continuidad y estabilidad a la negociación colectiva en el campo 

de Cádiz, la dudosa representatividad y la recusación de los representantes patrona les y sindicales en 

la Cámara Oficial Sindical Agraria de Sevilla acabaron no sólo por desbordar el antiguo marco de 

las relaciones laborales sino por fragmentar el convenio provincial en una multiplicidad de acuerdos 

locales/sectoriales de escasa estabilidad laboral y de muy compleja recomposición posterior. 

La primavera de 1977 fue escenario de manifestaciones explosivas de tensión social y laboral a 

iniciativa de organizaciones obreras que surgi'an de la clandestinidad con una extraordinaria comba­

tividad y que, por su propia dinámica asamblearia, propiciaban estrategias localistas y puntuales de 

actuación muy difi'ciles de coordinar y centralizar . En esta tesitura , la propia desorganización y dis­

persión de la patronal dejó la negociación colectiva a iniciativa de las bases locales de CC.00. 

y del Sindicato de Obreros del Campo (SOC) . 
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Si tenemos en cuenta que la patronal sevillana no comienza a reorganizarse hasta entrado el 

verano de 1977, para entonces el último convenio negociado en la COSA (diciembre del 76) hab(a 

quedado pulverizado no sólo por los niveles salariales alcanzados entretanto, sino también por las 

exigencias de empleo forzoso para los obreros en paro, nunca antes contempladas en una negocia­

ción colectiva , pero que, en aquel momento de máxima presión , hubieron de ser incluidas en los 

acuerdos laborales que se extend(an desde los núcleos de obreros mejor organizados al resto de la 

provincia . 

Esta radical fragmentación de la negociación colectiva, en la medida en que iba asociada a sú­

bitos incrementos salariales, hac(a imposible un m(nimo marco de referencia a la hora de la asigna­

ción de cultivos para la próxima campaña . Con esta expectativa, la reacción patronal fue fulminante. 

De 1976 a 1979, la provincia de Sevilla registró una contracción de la superficie de cultivo dedicada 

a remolacha de dos tercios {y de más de la mitad, en Cádiz), en beneficio de un cultivo totalmente 

mecanizado como el girasol. { 17) 

Entretanto, ASAGA consiguió centralizar en buena medida la negociación del convenio me­

diante una progresiva recomposición de los acuerdos parciales previamente obtenidos y la integra­

ción de los núcleos dispersos y desorganizados de la patronal. Al mismo tiempo, la mayor(a de la 

patronal aceptó el nuevo marco de la negociación y asimiló los incrementos salariales producidos 

durante el per(odo de vac(o contractual, a cambio de una progresiva paz laboral. (18) 

Ante la expectativa de una gran cosecha y el persistente aumento del paro, la pr imavera de 

1980 volvió a ser escenario de una generalizada presión social y de la exigencia consiguiente de em­

pleo forzoso de obreros en paro, tal como hab(an recogido los pactos locales de 1977. En esa te­

situra, ASAGA de Sevilla se ofreció a negociar compromisos de creación de empleo y a desarrollar 

as( el ámbito de la negociación colectiva, en un documento suscrito por ASAGA, VAGA, CC.00. 

y UGT, bajo el lema "Medidas para paliar el dese mpleo agrario" . En él, tras una serie de medidas 

tendentes a regular la distribución y el acceso a los fondos del Empleo Comunitario, se propon(an 

una serie de pautas encaminadas a la recuperación de los cultivos llamados sociales (ya he hecho 

referencia a lo ocurrido con la remolacha), ya fuese v(a intensificación de cultivo, ya v(a mecaniza­

ción, siempre que "permita la absorción exigible de mano de obra excedente"(?!). 

Pese a la dificultad del compromiso que esta última expresión encierra, hubiese sido interesan­

te conocer el alcance de esta tentativa de pacto social de no haber influido tan negativamente las 

variables climatológicas. Pero hubo, además, otras razones por las que esta tentativa fue abortada . 

Por lo pronto, las partes firmantes entraron en procesos simultáneos de radicalización: por un la­

do, la nueva directiva de ASAGA, elegida en 1981 con elementos de afinidad respecto a Alianza 
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Popular, se alejó del esp(ritu concertador inicial. Por otro, la radicalización progresiva de CC.00. 

culminó, a ra(z de las elecciones autonómicas de 1982, en una abierta beligerancia ante la nueva ad­

ministración autónoma socialista. 

En segundo lugar, las partes se enfrentaron a la dificultad de obtener resultados fruct(feros de 

un acuerdo de esta (ndole sin el apoyo de medidas pol(ticas combinadas . En un primer mom ento, 

la Administración central, involucrada en una dinámica de transferencia de competencias, se desen­

tendió del pacto . Más tarde, la expectativa de que pudiera ser la nueva Consejer(a de Agricultura del 

Gobierno autónomo, regida por uno de los firmantes del acuerdo , quien asumiera su contenido im­

puso un compás de espera. 

En cualquier caso, lo que esta experiencia de concertación permite subrayar es que, as( como 

los sindicatos encuentran dificultades para controlar su recurso básico : las condiciones de venta de 

la fuerza de trabajo (o, por el contrario, el recurso a la huelga), la capacidad de las organizaciones 

patronales para influir sobre las decisiones de inversión de sus asociados (ante la disyuntiva, en este 

caso de optimizar el margen empresarial o maximizar el valor añadido) es todav(a más débil . 

Y as( como la respuesta patronal fue escasa en términos de reasignación de cultivos (condicionada, 

sin duda, por la sequi'a), esta precariedad de resultados en el corto plazo influyó sobre la nueva es­

trategia de CC.00., que procedió, en 1982, a revisar sus posiciones sobre la aceptación gradual de 

la mecanización,aproximándose as( a las propuestas radicales del SOC. 

El convenio de Sevilla de 1982 consiguió, sin embargo, integrar la totalidad de las relaciones 

laborales agrarias de ámbito provincial con la contención de los salarios en la banda del ANE y la 

práctica desaparición de las resistencias obreras a esta pauta negociadora, localizadas por lo general 

en los núcleos de mayor influencia del SOC. 

En el Marco de Jerez fueron, en cambio, las asambleas más radicales de CC.00. quienes recha­

zaron el ajuste de los términos de la negociación al acuerdo de referencia a nivel nacional (ANE), tal 

como ven(a haciéndose desde los Pactos de la Moncloa. 

De esta forma, las agrupaciones más radicales de CC.00. pusieron fin a la paz laboral, siem­

pre tensa , del Marco y al espfritu de moderación y compromiso que el Partido Comunista hab(a 

tratado de imprimir desde los Pactos de la Moncloa . 

Si observamos la evolución de los salarios entre los niveles fijados en los últimos convenios 

negociados en el seno de la Organización Sindical y los de 1982, di cha evolución ha sido para lela, 

en el caso del campo de Cádiz, con la evolución del IPC y del conjunto de los sa larios agra ri os a 
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nivel nacional. 

Los cuadros 2 y 3 proporcionan esta evolución tanto por lo que se refiere a los salarios de los 

obreros fijos como de los eventuales . Ahora bien, vista más de cerca, esta evolución contiene dos 

per(odos claramente diferenciados, el primero de los cuales corresponde al momento de la transición 

entre la Organización Sindical y la libre negociación, per(odo que registró incrementos salarial es 

muy por encima del IPC. Desde entonces, los salarios han estado sometidos a Ja disciplina de los 

acuerdos de ámbito nacional entre patronal y sindicatos (AMI, ANE, etc.), con pérdidas de capa­

cidad adquisitiva en relación al IPC. 

La negociación colectiva de Sevilla corrobora esta tendencia genera l, con Ja diferencia de que 

ha asimilado, en un per1ºodo de cinco años (1977-82). los incrementos salariales que e l Convenio de 

Cádiz re gistró en seis {1976-82) . 

Pese a las dificultades económicas del sector para digerir bandas salariales inicialmente pensa­

das para otra actividad sectorial, los acuerdos concertados a nivel nacional entre la CEOE y los sin­

d icatos han prestado una referencia de contención sa larial, ayudando a superar la estrategia vaci­

lante con que la patronal se enfrentó a las demandas obreras en la fase de vac{o contractual y de 

presión social simultáneos. Y as( como los súbitos incrementos salariales del primer momento de Ja 

transición tuvieron por respuesta la reducción de los cultivos más intensivos en mano de obra, en 

1982 se recuperaron,en J(neas generales, las superficies de cultivo de 1976{Cuadro1 ). 

Desde esta perspectiva, la huelga convocada por las CC.00. del Marco de jerez, en 1982, por 

rechazo del ANE, apunta hacia el riesgo de incumplimiento e.le acuerdos neocorporativos altam ente 

centra li zados. Pero su fracaso expresa, al mismo tiempo, el debilitamiento de la capacidad de pre­

sión obrera por efecto combinado del desempleo y de la mecan ización . Con este desenlace, queda­

ron establec idas las bases de Ja nueva estructura contractual del Marco: contención de los costes 

sa lariales y flexibilización de l mercado de trabajo, con Ja desaparición de Ja figura del fijo discon­

tinuo. 
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Anotaciones al Cuadro 3 

El Cuadro 3 muestra la evolución de los salarios agrarios según quedan estipul ados en los convenios respecti­

vos, tomando como primera referencia los últimos convenios negociados en el seno de la Organización Sindical (ano­

tados con 1 ). Los salarios van acompañados de un t'ndice relativo que toma como base 100 dich os convenios. 

Además de la evolución sala rial en las provincias de Cádiz y Sevilla, el cuadro recoge dos referencias comple­

mentarias: por un lado, el primer convenio efectivamente negociado entre la patronal cordobesa (ACEA) y los 

sindicatos, tras una huelga general promovida por éstos con el fin de forzar la negociación (anotado con 4). Por otro 

lado, el cuadro recoge el conten ido del Convenio de Viticultura del Marco de Jerez, tal como quedó configurado en 

1979, cuando se introdujo la jornada de 39 horas y se consolidaron los nive les salariales que han marcado el techo 

reivindicativo del campo andaluz (anotado con 5). 

(1) Ultimos convenios negociados en el seno de la Organización Sindical. 

(2) Cuando se dan dos cifras (y una de ellas entre paréntesis), se trata de sa lario/hora y de salario/jo rn ada. 

La que carece de paréntesis es la que aparece computada en el convenio respectivo. 

(3) As( como el número de d(as pagado en concepto de paga extraordinaria equivalen al Salario Mt'nimo In­

terprofesional, los dt'as pagados en concepto de participación en beneficios, que aparecen entre paréntesis, equ iva­

len a salario real. 

(4) Este convenio sólo contemplaba los niveles salariales de base y el pago de la recolección de remolacha, sin 

mención alguna a cualquier otro aspecto sociolaboral. 

(5) As( como los salarios recogidos en los demás casos son salarios base, en el caso particular del Marco de Je­

rez, donde el nivel de cualificación de la mano de obra es su perior, el cuadro aporta los salarios de los especiali stas 

de primera fijos y de las faenas especializadas eventuales. 
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IV. EL EMPLEOCOMUNITARIOCOMOMECANISMO REGULADOR 

DEL MERCADO DE TRABAJO 

Pensado inicialmente como una prestación complementaria del Régimen Especial Agrario de la 

Seguridad Social, con objeto de paliar los efectos combinados del trabajo eventua l y la crisis econó­

mica , el dispositivo del Empleo Comunitario pasó de cana li zar fondos por valor de dos mil millones 

de pesetas, en 1975, a veinticuatro mil, en 1982, multiplicándose por cuatro en pesetas constant· 

tes. (19) 

Una disposición oficial de marzo de 1978 "sobre coordinación de acciones para mitigar el de­

sempleo agrario estacional" señalaba que "estos fondos se destinarán con carácter prioritario a tra­

bajos de carácter agri'cola que supongan un mayor porcentaje de utilización de mano de obra y de 

creación de puestos de trabajo y que no distorsionen el mercado de trabajo" . Las funciones de coor­

dinac ión correr(an a cargo de los Gobiernos Civiles. 

La eficacia del decreto resultó, sin embargo, nula a la hora de reconduc ir la dinám ica de pre­

sión sindical sistemática, por la cual la Admin istrac ión trataba de dosificar al máximo la concesión 

de fondos, hasta llegar a la inminencia del conflicto. Se llega as( a la primavera de 1981, cuando a 

rai'z de las huelgas de hambre de Marinaleda y Villamart(n y de otras acciones de protesta, el Presi­

dente de la Junta de Andaluci'a negoció con la Administración central una nueva disposición que ga· 

rantizaba la concesión de fondos cuatro di'asa la semana. 

Esta disposición oficial contemp laba, al mismo tiempo, la presencia y participación de las orga· 

n iza cion es empresaria les y sindicales en las Comisiones Provinciales de Empleo encargadas de la re· 

gulación y la distribución de los fondos. Finalmente, una Comisión lnterministerial queda ba encar­

gada de la elaboración de un censo real de trabajadores agrarios. 
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En función, primero, del margen de maniobra concedido por los respecti vos Gobiernos Civiles 

a las citadas Comisiones Provinciales y, segundo, de los mecanismos de canalización de los fondos 

asignados, se dieron diversas situaciones y estrategias diferenciadas de las partes. 

Po r un lado, la actitud beligerante del Gobierno Civil de Sevilla frente a la presión sindical (20) 

provocó denuncias reiteradas de arbitrariedad a favor de los ayuntamientos de UCD en la asignación 

de fondos, cuando no de corrupción, (21) con la consiguiente ruptura de la Comisión Provinci al y 

relaciones violentas con las centrales. (22) 

Por otro lado, una actitud poco inte rvencionista del Gobierno Civil de Cádiz dio lugar a diver­

sas est rategias sindicales. En primer lugar, la incapacidad del INEM a la hora de estimar los censos 

de paro dejaba esta función al criterio de las centrales, ya fuera a través de l propio sindicato, ya de 

sus ayu nta mi entos de influencia , con el consiguiente efecto de infl ación censal. (23) 

En segundo lugar, la discusión sobre si los ayuntamientos deb(an constituirse o no en organis­

mos inversores no encontró solución satisfacto ria . En este sentido , la Administración central denun­

ciaba la complicidad de los ayuntam ientos e n la inflación censal. ''Esta suerte de permisibilidad no 

sólo se ve alentada por la capitalización pol(tica que su práctica conlleva, sino también por el a porte 

de realizaciones de i'ndole infraestru ctura! de escasa repercusión en los pres upuestos municipales". 

(24) 

En suma, las preocupaciones inmediatas de los Gobiernos Civiles -atentos preferentemente a la 

posible inminencia de desórdenes públicos-, el escaso interés de los organismos ofic ial es inversores 

por rentab ilizar social mente los fondos asignados y las tentaciones clientelistas de los sindicatos 

(atrapados en una labor burocrática que ha consumido la mayor parte de sus energ(as organizativas) 

han configurado al sistema de prestaciones del EC como un mecanismo de relativa eficacia a la hora 

de: 

a ) Subsidiar, a bajo coste económico, una bolsa de paro de crecimiento incontrolado . 

b) Desplazar la presión jornalera sobre la tierra hac ia la Administración, con la consigui ente 

traducción de una discusión sobre las estructuras agrarias y el sistema de cul tivos en una demanda 

adm inistrativa de fondos públicos. 

c) Financiar el orden público a corto plazo. 

Ello ha tenido, por otra parte , efectos de dudosa rentabilidad social por cuanto: 
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a) Ha mantenid o aparcada una mano de obra progresivamente descualificada e improductiva . 

b) Ha provocado sentimientos sociales de rech azo hacia los beneficiarios del sistema, abocados a 

la rea lización de un simulacro laboral de utilidad pública. 

c) Ha desviado los escasos recursos de la acción sindical en este sentido, subsumiendo la lucha 

contra el paro en la gestión del "desempleo comunitario" . 

iCuál ha sido, entretanto, la estrategia de las organizaciones patronales ante este discutible me­

canismo regulador del mercado de trabajo? 

En 1980, la patronal propuso ante la Administración central la reestructuración global del Ré­

gimen Especial Agrario de la Seguridad Social, con el fin de regular la estacionalidad del empleo, 

evac uar la mano de obra excedente de los últimos ajustes del sistema de cultivos y evitar , por úl­

timo, que e l paro procedente de otros sectores gravitara sobre la agricultura . Tal propuesta exigr'a, 

de un lado , la equiparación de las prestaciones con el Régimen General, dando por supuesto "el 

carácter irreversible mente deficitario de la Seguridad Social Agraria", como "compensación" a la 

aportación de fuerza de trabajo de la agricultura a otros sectores. Y, por otro, establec(a la delimi­

tación de la población activa agraria por cuenta ajena en la rea li zac ión de un m(nimo de 150 jorna­

das anuales, trasvasando a los trabajadores que no cumplieran tal condición a un colectivo de 

"población residu al", cuyas prestaciones sociales "correr r'an exc lusivam ent e a cargo del Esta­

do". 

Para la población activa eventual as( resultante, la prestación de desempleo seri'a "proporcional 

al número de jornadas reales pres tadas el año anterior", recuperándose as( la fluidez del mercado de 

trabajo y e liminando de él la distorsión total, a juicio de algunos dirigentes patronales , a que la si­

multaneidad de la perce pción de fondos del EC y las demandas de trabajo del sector daba lugar. 

Ante la escasa audiencia que estos planteamientos tuvieron en la Administración central, la 

patronal, progresivamente replegada hacia los cultivos menos intensivos en mano de obra, adoptó 

una posición ambivalente: rechazo, por un lado, del sistema de prestaciones como declaración de 

principio y relativa tolerancia ante su funcionamiento práctico, por otro. Sólo la organización patro­

nal cordobesa -ACEA- se ha manifestado con beligerancia, en el seno de las Comisiones Provincia­

les de Empleo, e n cuanto a la observancia estricta de la normat iva legal vigente. (25) 

La última tentat iva de la anterior Administración por reformar el sistema recog(a dos inicia­

tivas: la dedicación de fondos a la formación ocupacional \' !J subve nción a las explotacion es de 
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las labores que hubieran sido abandonadas por el incremento de los costes salariales. Esta última ini­

ciativa fue rechazada con hostilidad por las centrales sindicales como netamente corporativista y 

como "fraude con dinero público". 

Ya con la actual Administración, la Consejer(a de Trabajo del Gobierno andaluz dio a cono­

cer un plan de sustitución del sistema de prestaciones por desempleo, tendente a corregir la "nega­

tiva incidencia" del EC en el mercado de trabajo y su carácter de "fondo de orden público". 

Sustituido en 1984 el Empleo Comunitario por un Plan de Empleo Rural, según el cual el 

INEM concierta con los organismos públicos programas de inversión y de creación de empleo, su 

primer año de puesta en práctica ha sido pródigo en inercias y actitudes de resistencia. Por parte 

de la Administración, inercias a la hora de implementar decididamente el nuevo sistema, tanto por 

parte de los organismos inversores como de los organismos de control censal. 

Por parte de los trabajadores, resistencias de las economlas familiares a condicionar de a lgún 

modo la percepción de ingresos regulares conseguida en 1981. 

Por parte de los sindicatos, resistencias a que una mayor transparencia del mercado de trabajo 

ponga en evidencia la debilidad de su situación actual. 

En este juego de resistencias, cabla la expectativa de que la necesidad de justificar un número 

mlnimo de jornadas (reducido finalmente a 60) permitiese a la patronal recuperar el control sobre 

el mercado de trabajo e incluso endurecer las condiciones laborales. 

La respuesta jornalera, según cabe deducir de una primera impresión , (26} ha consistido en re­

husar la declaración de peonadas realiza das , bloqueando as( la reforma en su presupuesto básico: la 

delimita ción de la población activa excedentaria. 
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V. RECAPITULACION Y REFLEXION FINAL 

Resumiendo mi exposición, cabe retener tres momentos de u na misma secuencia . 

1. En un primer momento, el diseño de las estrategias empresariales como sistema de cultivos 

frente a u na determinada pol(tica de precios lleva asociada u na estricta delimitación del mercado de 

trabajo, muy sensible en sus niveles de ocupación y de paro a las variaciones posibles de aquella 

estrategia económica. 

En el ámbito de la pol(tica de precios, la Administración se mostró inicialmente sensible a las 

exigencias del sector, desarrollando una primera tentativa negociadora que se rompió bruscamente 

en 1980, como consecuencia de la drástica subordinación de la pol(tica sectorial a la pol(tica econó­

mica general y a los imperativos anti inflacionistas. Ante la imposibilidad de establecer un escenario 

y u nas reglas adecuadas de concertación, la organización patronal recurrió a tácticas de presión e 

incluso al hostigamiento de la administración centrista en su último per(odo. 

2. En un segundo momento, los agentes sociales implicados tratan de controlar las condi­

ciones del mercado de trabajo mediante distintas estrategias. En u na primera fase, mediante estra­

tegias de presión: súbitos incrementos salariales obtenidos en base a una contundente presión sin­

dical, seguidos de una drástica reducción de los cultivos más generadores de empleo, como res­

puesta patronal. En estas circunstancias, las organizaciones patronales y los sindicatos tratan de 

negociar la paz laboral y de reducir la incertidumbre sobre los incrementos salariales y las probabi­

lidades de empleo . Los acuerdos sociolaborales concertados a nivel nacional por sus respectivas or­

ganizaciones cúpula (CEOE, UGT y CC.00.) han servido de referencia para esta negociación, pero 

no resuelven por s( solos la magnitud del problema laboral. 

En una segunda fase, estas organizaciones llegan incluso a la negociación de la propia estrate-
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gia económica: contención salarial y aceptación progresiva de la mecanización a cambio de una re­

orientación de la inversión empresarial hacia los cultivos llamados "sociales". Los cambios en la pre­

disposición concertadora de las partes, el desentendimiento de la Administración y la escasa proba­

bilidad de obtener resultados fruct(feros ante la dimensión del desempleo y la adversidad climato­

lógica fueron algunas de las razones que condicionaron negativamente esta tentativa de pacto so­

cial. 

3 . En un tercer momento, lo que las organizaciones de interés no pueden o no saben negociar 

mediante acuerdos bipartitos (la reorientación del sistema de cultivos y la generación de empleo) 

trata de ser corregido por la mediación del Estado en acuerdos tripartitos tt'picamente neocorpora­

tivos. Ante la naturaleza irreductible del conflicto social y la dimensión de sus consecuencias de to­

do tipo, las partes tratan de obtener de la Administración arreglos tendentes a regular el mercado 

de trabajo, a reducir los costes sociales y a neutralizar la eventualidad del desorden . 

La estrategia del Empleo Comunitario no ha sido, sin embargo, la adecuada, los órganos de 

mediación (Comisiones Provinciales de Empleo) no han sido operativas, y la tentativa, por último, 

de ~eutralizar las contradicciones derivadas del conflicto social - la presión sobre la tierra- no hace 

sino desplazar las energ(as colectivas en otro sentido y aplazar sus costes sociales y económicos. 

Al hilo de este argumento general, la consolidación de un nuevo marco de relaciones laborales 

ha permitido a estas organizaciones orientar su actividad preferente y la mayor(a de sus recursos a 

las relaciones con la Administración y, desde 1982, a la discusión de la poli'tica agraria de la Admi­

nistración autónoma, con el proyecto de Reforma Agraria como referencia central. 

Una década de crisis económica ha retrotra(do el campo andaluz a cotas de paro y eventualidad 

prácticamente olvidadas, sin que el sector haya podido liberar toda la mano de obra "técnicamente 

excedentaria" derivada de las últimas transformaciones tecnológicas y del sistema de cultivos . La 

contundencia de este fenómeno ha puesto de actualidad una reforma agraria que tanto la derecha 

como la izquierda daban como históricamente resuelta (27) y que reaparece as( formulada como la 

respu esta a una exigencia de generación de empleo. Tal exigencia se presenta, sin embargo, a contra­

pelo de las pautas de eficiencia productiva y de ajuste de oferta que una eventual integración comu­

nitaria parece imponer. 

Sin adentrarme en esta discusión , conviene, sin embargo, retener algunos de los elementos de­

rivados del argumento que acabo de sugerir y que, a mi juicio, pueden condicionar el desarrollo de 

la discusión sobre la Reforma Agraria. 

Fundación Juan March (Madrid)



42 

Al mismo ti empo, se trata de variables que están en la base de la elaboración de estrategias por 

parte de las organizac iones patronales y de los sindicatos, con lo que permiten anticipar algunos de 

los esce narios previsibles de esta discusión . 

Desde esta perspectiva, subrayar(a, primero, que la diferencia de actitudes con que la patro­

na l ha venido participando en la negociación colectiva mantiene activos algunos focos de tensión so­

cial por este motivo. Y, en segundo lugar, que ni de los hábitos ni de las predisposiciones empresa­

rial es ante la tendencia general de los mercados agrarios cabe deducir una probable reconducción e 

intensifi ca ción del sistema de cultivos, a la vista de las alternativas que se barajan. Y as( como la 

incidencia de las organizaciones en el primer aspecto ha sido decisiva, es todav(a muy escasa en la 

reorientación del sistema de cultivos . 

Sea cual fuere esta reorientación -dentro de un escaso margen de maniobra-, una reforma 

agraria dif1'cilmente puede varia r de forma sustancial las magnitudes económicas del sector en tanto 

no desplace su énfasis desde el ámbito de la producción al de la generalización de nuevo valor aña­

dido . En este punto, estas organizaciones están mostrando una incipiente capacidad para vencer las 

inercias del sector tras largos años de tutela administrativa en la comercialización de los productos . 

Mucho menor es, en cambio, su margen de maniobra para promocionar iniciativas en el ámbito de 

la industria alimentaria que pudieran quedar bajo control de los propios agricultores. 

Por otra parte, el proyecto de Reforma Agraria se superpone con la reforma del Empleo Co­

munita rio, que es tanto como decir de una cierta reforma del mercado de traba jo. Desde este punto 

de vista, ca br(a esperar que una evolución positiva del volumen de empleo permitiera aflojar la pre­

sión sobre los fondos del "desempleo comunitario" y, por ello, facilitar su sustitución por un sub­

sidio temporal de paro . Pero ello exige no sólo una evolución favorable de la contratación en el cam­

po - e x pectativa poco probable-, sino también la voluntad por parte de los sindicatos de introducir 

disciplina e n los comportamientos laborales. 

A mi juicio, estas variables sucintamente formuladas constituyen algunos de los datos de base 

en la e laboración de estrategias por parte de los distintos agentes del sector. En cualquier caso , el 

marge n de maniobra que pe rmiten es precario y se estrecha en la medida en que los interlocutores 

de las partes eludan algún tipo de compromiso más allá de meros acuerdos de revisión salarial, tal 

como han venido haciendo los últimos años. Ello dejar(a a la Consejer(a de Agricultura como ár­

bitro de u na situación poco manejable , donde las partes sólo ofrecieran una colaboración muy con­

dicionada e irre conciliable. 

En principio , los progra mas de reforma de los sindica tos han puesto el énfasis en la generación 
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de nuevo valor añadido, y el proyecto del Gobierno autónomo preferir(a actuar por ese camino. Pe­

ro, tal como he sugerido, el margen de maniobra tanto para intensificar cultivos como para desarro­

llar los ca nales comerciales y los procesos de transformación industrial es escaso. Y si, e n esa direc­

ción, los efectos sobre el empleo no se de jan ver, parece presumible que la presión sind ica l devuelva 

e l énfas is de la reforma agraria a su sentido tradicional, como mecanismo redistributivo del uso y la 

propiedad de la tierra (en un contexto en que las "ocupaciones" de tierra dejar(an de ser meramente 

simbólicas, como han anticipado algunos dirigentes sindicales). Por el contrario, puede ocurrir que, 

si las expectat ivas de obtener resultados por otro camino se debilitan, los sindicatos siga n concen­

trando sus energ(as en la consecución de fondos de "desempleo comunitario". 

Tanto si el Gobierno optase por un estricto respeto a la legalidad vigente fre nte a las "ocupa­

c iones" como por un estricto control del gasto público frente a un subsidio de paro masivo e incon­

trolado, se veri'a impelido a actuar con energ(a a nte el desconte nto. De lo contrario, la patronal ce­

rrdí(a filas en torno a posiciones poco dialogantes. Y,as(las cosas, Ja probabilidad de que un gob ier­

no socialista quedase atrapado en las contradicc ion es de una reforma agraria volve r1 'a a ser motivo 

de áspera refl ex ión. 
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NOTAS 

(1) Puede encontrarse, bajo el titular "El campo no aguanta más", el llamamiento de la Unión Nacional de Empre­

sar ios en el propio órgano de la Hermandad Nacional: " Hermandad", 14-20-1 1-1 977. 

(2) Pueden encontra rse detalles al respecto en mi artículo sobre "Las Organizaciones Profesionales Agrarias", 

Papeles de Economía Española, n° 16, pp. 286-300. 

(3) As( como, a primera vista, las provincias andaluzas ocupan lugares medios en la clasificación de la renta agraria 

por empl eo, pasan a ocu par los primeros lug¡ires cuando se desglosan las rentas por trabajo y las rentas empre­

sariales. En el caso de Sevilla y Cádiz, que constituyen nuestra referencia central a lo largo de este estudio, las 

rentas por empleo eran, en 1979, de 436.000 pesetas, en ambos casos, ocupando los lugares 22 y 23 de la clasi­

ficación de las provincias (media nacion al : 347.000 pesetas). A partir de la estimación del Banco de Bilbao 

sobre las rentas del trabajo, cabe deducir que las rentas "empresariales" eran, en realidad , de 1 .391 .000 pese­

tas , en el caso de Sev illa , y de 1.007 .000 pesetas en el de Cádiz, ocupando, respectivamente, los lugares prime­

ro y segundo de la tabla (media nac ional: 383.000 pesetas). Banco de Bilbao," Renta Nacional de España, 

1979", y elaboración propia. 

(4) Según el es tudio sobre " La agricu ltura y la incorporación de España a la CEE", dirigido por Arturo Camilleri 

y editado por el Instituto de Estudios Económicos, la Baja Andalucía, Extremadura y La Mancha recibi rán un 

impacto "positivo" con dicha integración. 

(5) Véase la citada revista "Campo", 1975-76. 

(6) Censo Agrario de 1982. 

(7) 3 .063 en toda la provincia, segú n el ci tado Censo Agrario de 1982. 
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(8) Sobre 2 .278 explotaciones censadas en el término, 446 disponen de más de 20 hectáreas. lbidem . 

(9) 212 explotaciones. lbidem . 

(1 O) Jaime Loring, "La Campiña de Córdoba", Estudios Cordobeses, 1981, p. 211. 

(11) A excepción, en el caso de la Campiña de Córdoba, del olivar, cuya asignación de superficie supera incluso lo 

establecido por la maximización de la variable "empleo" . lbidem, pp. 140 y 193. 

(12) "Se negocian los precios, no la poi (ti ca agraria", afirmarla el Ministro Jaime Lamo. 

(13) Sobre la aparición y el significado de esta rotación puede verse el análisis de José Mª Sumpsi sobre "Evolución 

tecnológica y racionalidad económica en las grandes explotaciones de la Campiña a ndaluza" , dentro del pro­

grama de estudios sobre "La gran Explotación agraria en España", financiado por la Fundación Juan March. 

(14) Datos elaborados por ASAGA de Jerez. 

(15) ASAGA presta asesorla laboral gratuita a sus afiliados, con el fin de facilitar esta consecución . 

(16) Resistencias por ambas partes, pues as( como la patronal cordobesa se ha negado sistemát icamente a respetar 

los acuerdos adoptados por la organización cúpula (CEOE, en este caso), las agrupaciones más radicales de 

CC.00. en el Marco han llegado también a enfrentarse abiertamente a este tipo de pactos al máximo nivel de 

representación, tal como podremos ver más adelante. 

(17) Véase el Cuadro 1, p. 21. Para una idea aproximada del significado de esta sustitución de cultivos en térmi­

nos de e mpleo, baste anotar que mientras una hectárea de remolacha supone 316 horas de jornal en secano y 

454 en regadlo, una hectárea de girasol supone, respectivamente, 93 y 99 horas (datos de la Dirección Pro­

vi ncial de Agricultura de Sevilla) . 

(18) A diferencia de Cádiz, donde el Convenio del Campo de 1978 (primero de los negociados con libertad sin· 

dical) fue resultado de una transcripción escrupulosa del anterior - con la incorporación de los incrementos 

salariales producidos entretanto-, el primer convenio libremente negociado de Sevilla (enero de 1979) fue la 

sin tesis de acuerdos locales y/o sectoriales previos. En ambos casos, se reconocieron los derechos sociolabo­

rales y sindicales. No fue aceptada, sin embargo, la reiterada exigencia obrera de eliminar expl(citamente los 

destajos, peros( quedaron eliminadas, en cambio, las horas extraordinarias . 

(19) Para hacerse una idea sobre su importancia, los fondos percibidos en las provincias de Sevilla y Cádiz, en 1981, 
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equivalieron al 6,5% y al 7 ,5%, respectivamente, de su Producción Fi na l Agraria . (Daros del INEM y del Mi­

nisterio de Agricultura.) 

(20) Un informe " reservado" del Gobierno Civil denunciaba la " monopolización" que CC.00. habla obtenido del 

Empleo Comunitario y señalaba que este sistema "genera más paro y corrupción ( .. . ),destroza el mercado de 

trabajo y sirve de caja de resistencia a CC.00. y al SOC frente a la patronal. .. " . ("La Actualidad Agraria", 

25-111-81.) 

{21) En Sevilla, a 31-X 11 -81, sólo uno de los organismos oficiales encargados de canalizar la inversión de los fondos 

del Empleo Comunitario habla presentado justificantes por la tDtalidad de los fondos asignados. (Datos de la 

Comisión Provincial de Empleo .) 

{22) "Diario 16", 1.Vll-82 . 

{23) Esta situación llegó al paroxismo estadlstico durante el primer trimestre de 1982, cuando el censo de percep­

tores del Empleo Comunitario en Andaluc(a y Ex tremadura declarado por el INEM (120 mil) doblaba el paro 

agrario registrado en ambas regiones (60 mil) por la Encuesta de Población Activa de dicho trimestre . 

{24) INEM , 5-11-82. 

{25) "La Voz de Córdoba", 29-1-82. 

{26) "El Pa(s" , 22-X-1984. 

(27) En este sentido, pueden encontrarse manifestaciones de expertos agrarios del PC y del PSOE en" La Reforma 

Agraria está hecha" , "Tiempo", 23-28-Vlll-82. 
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